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Además, se indica que los informes contenidos en los expedientes de transmisión de títulos nobiliarios son 
emitidos por la Diputación y Consejo de la Grandeza de España y Títulos del Reino, por el Consejo de Estado 
y por este Ministerio en las distintas fases de la tramitación de los procedimientos conforme a lo establecido 
en la legislación sobre la materia.  En particular, en lo previsto en el Real Decreto de27 de mayo de 1912 
sobre concesión y rehabilitación de Títulos y Grandezas de España y en el Real Decreto de 8 de julio de 1922 
relativo a la rehabilitación de Grandezas de España y Títulos del Reino.   
 
De acuerdo con el procedimiento establecido en estas normas, los mencionados informes dilucidan el mejor 
derecho que pudieran alegar los interesados en el procedimiento valorando de forma expresa datos de 
carácter personal, estado civil, vinculación de parentesco con el último poseedor legal del título cuya 
rehabilitación se solicita. Todos estos datos afectan a la esfera privada de las partes en el procedimiento, 
considerando que no existe un interés público superior en el conocimiento de dichos datos, que avale la 
puesta a disposición de los mismos a un tercero que no tenga la condición de interesado en dicho 
procedimiento.   
 
Esta solicitud ha sido reclamada por el interesado ante el CTBG con el número de expediente 207/2026. 
 
 
Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid o ante el Tribunal Superior de Justicia en que 
tenga su domicilio el solicitante, a su elección, en el plazo de dos meses o, previa y potestativamente, 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en el plazo de un mes. En ambos casos, el 
plazo se contará a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación de la presente Resolución 
(Cf. artículos 20.5, 23 y 24 de la Ley 19/2013, de 13 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, en relación con los artículos 30, 112.2 y concordantes de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y a la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa). 
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